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63/1983.43/1984. 19/1986. 79/1966. 201/1987.
36/ t 988. 102/1990 Y t64/t990, entre otras).

La aplicación de esta doctrina .. pr_nte caso~
duce d,rectamente .. otorgamiento del emparo solici­
tado. puesto que lea actuaciones judiciales ponen d,
manifiesto. de manera irrafutebla. que .. órgano judicial.
al apreciar felta de citación d8l Com~ Intercentros.
incurrió en un error notorio. según evidencian los folios
que cita el Ministerio Fiscal.

En efec,to. en el folio 3 hay certificado de conciliación.
ante la Dirección General de Trabajo en el que aparece
que el Comité de Flote. 81 igual que otres partes dema!>­
dadas. no comparece ..constando debidamente citeda...;
en el folio 9. la Magistretura aoIicite a la Dirección Gene­
ral que requiera a las panes d8l conflicto colectivo para
que nombren represententes y en el folio t 5. la Dirección
remite los originales de lea comparecencias Iavantadas
al etaeto. «significando que no he comparecido. ni ale­
gado causa. constendo debidemente citado el Comité
de Flote (Intercantros) de la CompaIIra .Trasmaditerré­
nea, Sociedad Anónima». en los folios 20 y 21 el Secre­
tario de Magistratura hece constar que cita e juicio a
cinco partes. cuyo número coincide con les que inter­
vienen en el procedimiento -el demandente y cuetro
demandadas, si bien le citación a dicho Com~ no apa­
reee documentación en los folios posteriores- y en el
folio 29. en el que inicia el acta del juicio celebrado
ante al Magistrado. consta que el repetido Comité no
comparece .aún constando citado».

En virtud de ello. resulta ineludible estimar plenamen­
te comprobado que la falta de comparecancia a juicio
del Comilé Intercentros no fue debido a defecto de cita­
ción. sino única y excluisivamente a la voluntad deli­
berada. pasividad. desinterés o neglillencia del mismo
Y. en su consecuencia, que el órgano judicial cometió
un error notorio al apreciar una ausencia de citación
inexistente y, en consacuencia. que su decisión de apre­
ciar, por tal motivo. falta de litis consorcio pasivo nece­
-sario no constituye r.solución razonable que permita.
sin lesión del derecho a la tutala judicial..e'udir un pro­
nunciamiento sobre el fondo de la cuestión planteada
por .1 demandante.

Los anteriores razonamientos conducen al otorga­
miento del amparo. el cual campana la nulidad de la
Sentencia recurrida con la subsisluiente retroacción de
actuaciones. haciendo inneceuno. de un lado, pronu!>­
ciarse sobre si el Tribunal Central tanla o no facultad
para plantear y resolver de oficio el tema del litis con­
sorcio Y. de otro lado. ,,"trar en los problemas que el
demandante suscita en relación c'" el Auto que es tam­
bién objeto del recurso. puesto que, al ser éste posterior
a la Sentencia que u anilla,' Y no haberse reparado la
vulneración del derecho fundsment81 producido, queda
también, a consecuencia de ello. anulado, dejando des­
provisto de contenido el 'O<¡tivo adicional de amparo
<¡lIe se plantea en relación con el mismo.

FAllO

En atención a todo lo expuesto. el Tribunal Cons­
titucional. POfI LA AUTORIDAD QUE LE CONFIERE LA CoNSmUClON
CE LA NACIÓN ESPAÑOlA.

Ha decidido

Otor9ar el amparo solicitado por el Sindicato Espailol
de Ofic,ales de la Marina Marcante y, en su conse­
cuencia:

a) Decla,ar la nulidad de la Sentencia de la Sala
Quinta del Tribunal Central de Trabajo 'de 25 de enero
de 1989. dictade en el recurso de suplicación núm.

663/888 promovido contra Sentencie de le Magistra­
tura de Trabajo núm. 28 de Madrid;

b) Raconocer a dicho demandante el derecho a la
tutela judiei81 efectiva. y

c) Restablecerlo en la integridad de su derecho.
acordando a tal efecto retrotraer las actuaciones judi­
ciales al momento inmedietamente anterior al de dIctar
Sentencia a fin de q... por el órgeno judicial qua ha
sustituido a dicho Tribunal Central.' actualmente desa­
parecido, se dieta nueva Sentencie que resuelva el recur­
so de suplicación sin apreciar falta de litis consorcio
pasivo por falta de citación del Comité Intercentros.

Publique.. esta Sentencia en el .Soletln Oficial del
Estado».

Deda en Madrid, a dieciséis de noviembre de mil nove­
cientos noventa y dos.-Luis López Guerra.-Eugenio Olaz
Eim¡I.-Alvaro Rodrlguez 8ereijo.-José Gabaldón
López.-Julio Diego González Campos.~arles Viver i
Pi-Sunyer.-Firmados y rubricados.

27991 Sala Segunda. Sentencia 193//992. de 16
de noviembt'e. Recurso de amparo
161/1990. Contra Sentencia de la Sala da
lo Sociatdal Tribunal Superior da Justicia de
Madrid.' Vulneración del derecho a la tutela
judicial efectiva: instrucción errónea de recur­
sos lesiva del derecho.

La Sala ·Segunda del Tribunal Constituciónal. com­
puesta por don Luis López Guerra. Presidente; don Euge­
nio Oíaz Eimil. don Alvaro Rodrlguez 8ereijo, don José
Gabaldón Lópaz, don Julio Die90 González Campos y
don Cerlas VMlr i p¡.Sunyar. Mag,stredos. ha prc¡nunciado

EN NOM8RE DEL REY

la siguiente

SENTENCIA

En al recurso de amparo núm. 161/1990, interpuesto
por doña Marta Albuisach Tejedor, doila Maria Josefa
MorenoTallado. don Ignacio Picabaa García. doila Fabio­
la Requas GÓmez. don Manuel Camarero Sanz. don Luis
José Sánchez Muiloz. don José Raúl Delgado Garcla.
doila Silvia AmaZ8rray Gálvez. doila Maria Elena Alguacil
San José, don José Pérez Puerto y don Juan Martlnez
Gil. reprasentados por la Procuradora de los Tribunales
doila EnriQueta Salmén Alonso-Khouri y asistidos del
Letrado don CarlOS Miguel Sénchez Garcla, contra la Se!>­
tencia de la Sala de lo Social del Tribunal Superior de
Justicia de Madrid de 7 de noviembre de 1989. Ha com­
parecido el Ministerio Fiscal. Ha sido Ponenta el Magi...
trado don Luis López Guerra, quien expresa el paracer
de la Sala.

1. An_dentes

1. Mediante escrito registrado el 18 da enaro de
t 989, doila Marta Albuisech Tejedor. doila Maria Josefa
Moreno Tellado, don Ignacio Picabea Garcfa. doila Fabio­
la Reques Gómez. don Manuel Camarero Senz. don Luis
José Sénchez Muiloz. don José Raúl Delgado García.
doña Silvia Amazarray Gélvez. doila Maria Elana Alguacil
San José, don José Pérez Puerto y don Juan Martlnaz
Gil. representados por la Procuredora de los Tribunales
doila Enriqueta Salmén A1onso-Khouri. interpusieron
recurso .de amparo contra la Sentencia de la Sala de
lo Social del Tribunal Superior da Justicia da Madrid
(T.S.J. de Madrid). de 7 de noviembre de 1989.
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2. La d8lTlllnda se fundamenta en los, siguientes
antecedentes;

JI) A los demandantas de amparo, trabajadoraS al
seMcio da la Consajarfa de Agricuhura de la Comunidad
Autónoma de Madrid, les fue comunicado mediante
escrito da 6 de diciembra de 1988 que sus contratos
de trebajo finalizarlen el 31 de diciembre del mismo
ello.

b) Entendiendo que dichas comunicaciones de cese
de los contratos de trabajo constitulan despidos. con
la misma asistencia técnice que ahora tienen en la vla
de amparo, los recurrentes interpusieron las partinentes
reclamaciones,previas ante la Consejerla de Agricultura
de la Comunidad Autónoma de Madrid. Las reclam....
ciones fueron desestimadas medianta las correspondien­
tes resoluciones administrativas en las que expresamen­
te se indiceba que «eontr. la presente resolución, que
pone fin e la vla edministrativa. POdrá intarponer dema",
da ante la Magistratura de Trabajo an el plazo de dos
meses, a conter desda el dla siguiente a la presente
notificación...•. Las resoluciones de.estimatorias fueron
notificedes a los interesados -hoy recurrentes en emp....
ro- en fecha 8 de febrero de 1989.

c) Por el Letrado que asistió tácnicemente a los
recurrentes an la vis administrative. el 4 de marzo
de 1989, se intarpuso demanda por despido nulo o sub­
sidiariamente improcedente ante la jurisdicción aocial
y cuyo conocimIento correspondió al Juzgado de lo
Social núm. 21 de Madrid. •

Por Sentencia de 3 de mayo de 1989 se desestimaron
las demandas de despido al apreciarse la excepción de
caducidad de la acción elegada por la Consejerle deman­
dada, al habar trenscurrido más de veinte dlas desde
la fecha del despido y la de interposición de la demanda.

d) Frente a esta Sentencia. los trabajadores inter­
pusieron el correspondiente recurso de suplicación que
fue desestimado por Sentencie del Tribunel Suparior de
Justicia de Madrid. de 7 de noviembre de 1989. que
confirmó la Sentencia de instancia.

3. Contra la Sentencia del Tribunal Suparior de Jus­
ticia de Madrid. de 7 de noviembre de 1989, se interpone
recurso de ampero. por presunte lesión del arto 24.1
de la Constitución. solicitando que se declere le nulided
de la resolución'judicial impugoada. " " " "

La defense de los recurrantes seIIala. después de afir­
mar que la interposición de la demande por despido
se encontraba dentro del plazo de los dos meses indicedo
en la resolución denegetoria de 1" reclamación adm~
nistretive previa. que la notificación administrativa, efec­
tuada el 8 de febrero de 1989. es defectuosa, toda vez '
que en ella se debió conceder un plazo de veinte dles
para la presenteción de le citade damanda. Entienden
asl que. el apreciarse la excepción de caducided de la
ección. no se entró a conocer el fondo de la cuestión
planteada. lo que les genere indefensión, al ser la propia
Administración la que indujo. con su comunicación. e
que la demanda se presentera fuera del plazo de los

,veinte dias legalmente establecido para su interposición.
4. Por providencie de 26 da marzo de 1990, la Sec­

ción. de conformidad con lo previsto en el 'Srt. 60.6 de
la LOTC. acordó conceder un plazo de diez dlas a los
solicitantes de emparo para que ecreditasen fehacien­
temente la feche de notificación de la Sentencia recur~
da. a los efectos del plazo establecido an el arto 44.2
de la LOTC. Igualmente y conforme al an. 60.3 de le
LOTC se concedió idéntico plazo a la parte recurrente

r. al Ministerio Fiscal para presenter alegaciones sobre
e posible concurrenCle de la cause de inedmisión pre­
vista en el ert. 50.1 c) de la LOTC. consistente en la
felta de contenido constitucionel de la demenda. '

5. Madiente escrito registrado en 11 de ebril de
1990. le representeción de los recurrantes formuló ele­
Ilaciones reiterando el contenido de la demanda e insis­
tIendo en que la apreciación por los órgenos jurisdic­
cionales de la excepción de la caducidad vulnera el an.
24.1 de la Constitución. toda vez que el plazo en el
que la acción se hable ejercitado se encontraba dentro
del que le Administración hable indicado expresamente
pere su ejercicio.

6. El Ministerio Fiscel en su escrito de alegeciones
considere que la demande carece de contenido cons­
titucional, sallalendo que ya el Tribunal Constitucional
(STC 15/1985) ha reconocido que el derecho a la tutela
judicial efectiva no se desconoce cuando se emite una
Sentencie desestimetoria como pueda ser la apreciación
de la caducidad de la ección. A ello allade que los actores
se encontreban asistidos de Letrado r.' reiterando la doc­
trine de este Tribunal, sellalaque a instrucción equ~
vocada de los recurses por una resolución no constituye
lesión de los derechos fundamentales si le parte se deja
llevar de tal indiceción y no de lo que con toda cleridad
esteblece la Ley. Por último cita la STC 79/1984.

7. Mediante providencia de 17 de mayo de '1990.
la Sección Cuarta del Tribunal Constitucional acordó
admitir e trámite la demal,lda de amparo y solicitar e
los órganos judiciales inteMnientes en los autos que
practicasen los emplazamientos que fueran procedentes.
- Por providencia de 16 de octubre de 1990, le referida

Sección ecordó. de conformidad con el an. 52.1 de la
LOTC. dar vista de las actuaciones a la parte recurrente

. y al Ministerio Fiscal, al objeto de que formularan las
alegaciones que eslimasenoportunas.

8. Por escrito presentado el '13 de noviembre
de 1990. la representación de los recurrentes presentó
sus alegaciones dando por reproducidos los hechos y
fandamentos de la demanda. Indica las diferencias exis­
tentes entre el caso debatido y el resuelto por la STC
79/1984, citada por el Ministerio Fiscal. y argumenta
que todas las partes intervinientes -Administración y
administrados- se encontraban en el mismo plano legal
de asascramiento.

9. El Ministerio Fiscal presentó alegaciones el 14
de noviembre de 1990. en el que se solicita la dene­
gación del amparo. En el escrito. y tras recordar los ante­
candentes del recurso. el Ministerio Fiscal sostiene que
el cantro del debate constitucional se puede situar en
el derecho JI obtaner una resolución de fondo en el pr~
ceso (ex an. 24.1 C.E.), ya que los actores han obtenido
sendas resoluciones judiciales en las que sus preten­
siones no han sido analizadas al entenderse. tanto en
la instencia como en suplicación. que la demanda habia
incurrido en el defecto procesal de la caducidad. Recuer­
da la doctrina del Tribunal Constitucional que ha rec~

nocido que el derecho a la tutela judicial efectiva no
se desconoce cuando se emite una sentencia desest"
matoria. como puede ser la caducidad (STC 15/1985),
y que sólo se wlnerarla el arto 24 de la C.E. cuando
la Interpretación del requisito procesal impaditivo se
revelara arbitraria o injusta. enervante o formalista y des­
proporcionada (STC 200/1988).

Tras un análisis pormenorizado de la legalidad apl~

cable al caso controvertido. afirma que la resolución que
puso término a la v(a administrativa incurre en el error
de indicar que el plazo para la presentación de la deman­
da ante la jurisdicción social era de dos meses en lugar
de los veinte dlas que claramente 'establece la ley. Conec­
ta asl, el problema constitucional a la relevancia .que
sobre la parte actora tuvo el error administrativo. al enten­
der que, si el error fuera de tal magnitud que no hubiera
podido ser conocido por los actores. las resoluciones
ludiciales se manifestarian como desproporcionadas y
enervantes.
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Después de citer le doctrina de aste Tribunal (SSTC
107/1987 y 178/1988. entre otias) y constatar que
los actores tuvieron asistencia letrada tanto en la vía
administrativa como en la judicial. termina afirmando
que el notorio error padecido por la resolución que ponía
fin a la reclamación previa no puede ser determinante
a la hora de hacer ineficaz la caducidad en que incurrió
le posterior demande leboral da la perte actora. La cl&'
ridad de la normativa en juego. la naturalaza inequívoca
de la pretensión deducida (despido) y la asistencia letra­
da de la que gozó la perte en todo momento. evidencia
que fue la impericia~ésta la qua motivó la concurrencia
de la caducidad y no sólo el arror resellado de la reso­
lución administrativa, puas como ha dicho esta Tribunal.
el señalamiento equivocado de recur80 por une reso­
lución no constituya lesión de derechos fundementeles
si la pane se deje llevar de la indicación y no de lo
que con toda claridad establece la ley (ATC 316/198&).

10. Madiante providencia de 29 de octubre de
1992. se señaló para deliberación y fallo el dla 16 de
noviembre siguiente.

11. Fundameritoa jurklicoa

1. La demanda de amparo impugna la Sentencia
de la Sala de lo Social del T.S.J. de Madrid. de 7 de
noviembre de 1989. por la que se confirma la emitida
por el Juzgado de lo Social núm. 21 de Madrid. en feche
3 de mayo de 1989 y se cleclara la caducidad de la
acción de despido interpuesto por los recurrentes en
ampsro. Sa impute a esta resolución judicial una lesión
del sn. 24.1 de la Constitución. derecho a la tutela jud~
cial efectiva. y que se concrete en el derecho e recibir
un pronunciamiento de fondo acerca del objeto de la
litis.

Debe precisarse en primer lugar que. aun cuando
la demanda se dirije formalmente sólo contra la San·
tencia del T.S.J. de Madrid. de 7 de noviembre de 1989.
ha de entenderse asimismo dirigida contra le Sentencia
dietada por el Juzgado de lo Social núm. 21 de Madrid.
en fecha 3 de mayo de 1989. pues as claro que cuendo
se impugna en empero una resolución judicial confir·
matorie de otra que he sido lógica y cronológicamente
presupuesto de aquélle debe entenderse que se recurren
ambas. aunque la primera no lo haya sido de forma expl~
cite (STC 79/1991).

2. los recurrentes sostienen que al apreciarse le
caducidad de la acción se viola lo diapuesto en el an.
79.3 de la Lay de Procedimiento Administrativo (LPA)
en materia de notificaciones y el derecho a la tutela
judicial efectiva. al impedírse un pronunciamiento en toro
no a la calificación jurfdica del acto extintivo de la relación
laboral que ligaba a los recurrantes con la Comunidad
de Madrid.'

Indican que la notifICación de la resolución de la recia­
mación previa fue defectuosa al sellelar un plazo para
la interposición de la demanda de dos meses en lugar
de los veinte dles previstos en los ans. 146.3 LPA
Y97 de la Ley de Procedimiento Laboral de 1980 (L.P.L).
Alegan que este defecto les indujo a error. por lo que
el plazo para recurrir sólo puede comenzar a correr en
los términos que prescribe el en. 79.3 de la LPA. es
decir. a panir de la fecha en que se h!Ill8 menifestación
expresa en tal sentido por el interesadó o se interponga
el recurso peninente. Como el T.S.J. da Madrid no lo
ha entllOdido así. computando por el contrario el plazo
desde la notificación. ha violado lo qua dispone el an.
79.3 de la LPA en relación con las notificaciones defec­
tuosas. Violación de una Lay ordinaria qua trasciende.
según los recurrentes. al pleno constitucional pues ha

impedido un pronunciemiento en cuanto al fondo del
asunto sometido a su consideración.

3. Como ha efirmado con reiteración este Tribunal
(STC 99/1986. por todes) el derecho a obtener la tutela
judicial efective no es un derecho absoluto e incond~
cionel. sino un derecho de configuración legal que se
satisface nc sólo cuando el Juez.o Tribunal resueíve
sobre las pr..tensiones de las penes. sino también cuar>­
do inadmlte una acción en vínud de la aplicación. razo­
nada en Derecho y no arbitraria de una causa legal.
como puede ser la caducidad de la acción (SSTC
16/1986. 34/1989 y 164/1991. entre otras). Ahora
bien. la propia naturaleza del derecho fundamental cuyo
respeto aqul se cuestiona exige que la interpretación
de esos requisitos legales se realice de la forma más
favorable a la eficacia del Derecho; ello supone. entre
otras coses. que ha de haber proporcionalidad entre la
causa legal de la inadmisión y el resultado al que conduce
(SSTC 90/1983 y 216/1989. por ejemplo).

4. Los mandatos de la Ley de Procedimiento Adm~
nistrativo precisan los requisitos que han de cumplir las
notificaciones que efectúe la Administración. requisitos .
que. evidentemente. revisten una esencial importancia.
en cuanto que permiten a los administrados reaccionar
adecuadamente en defensa de aquellos derechos o inta­
re.es que estimen lesionados por la actuación admini...
trativa. El ano 79.2 de la LPA enumera cuáles son tales
requisitos. entre los lIlle incluye 'Ia expresión de los recuro
sos que procedan contra el acto notificado. el órgano
ante el que hubieran de Pl"esentarse y el plazo pare
interponerlos.

En el presente caso. le notificación efectuada a los
hoy recurrentes por la Consejerle de Agricultura de la
Comunidad Autónoma de Madrid manifestaba que di...
ponlan de un plazo de dos meses para interponer deman·
da frenté a la resolución adoptada ante la Ma9istratura
de Trabejo. Interpuesta la demanda dentro de ese plazo.
la representeción de le propie Comunidad Autónoma for­
muló e~cepciónde caducidad de la acción. que fue est~

mada por el Juzgado de lo Sociel. Consideró éste que
la instrucción sobre plazos efectuade por la Consejería
de Agriculture era errónea: pero. en opinión del Juzgado.
tal error resultaba irrelevante. ya que deble prevalecer
como norma de Derecho necesario y de orden público
procesal' la contenida en el an. 69.3 del Estatuto de
los Trabejadores. en cuanto limita bajo sanción de cadu­
cided. al término de veinte dlas hábiles. el plazo para
interponer demande sobre despido.

Pues bien. no cabe considerar que la decisión del
Juzgado de lo Social reúna les condiciones de razona­
bilidad y proporcionalidad a que se ha hecho referencia.
exigibles en la interpretación de los requisitos de adm~

sibilidad de una demanda de tutela judicial. Cienamente.
los mandatos del an. 69.3 del Estatuto de los Traba­
jadores son Derecho necesario. pero tembién lo son
aquellos preceptos de la LPA que se refieren a los
efectos de les notificaciones administrativas defectuo­
sas. esto es. el ano 79.3 y 4 LP.A.. cuya aplicación hubia-

. re supuesto la admisión de la demanda planteada ante
el Juzgado de lo Social. La prevalencia concedida al an.
69.3 del Estatuto de los Trabajadores supone que. de
hecho. la Administración he venido e beneficiarse de
sus propias irregularidades. al haber inducido a los hoy
demandentes a error, y a actuar dentro de un plazo que.
posteriormente. la misma Administración consideró ina­
plicable. Y. como este Tribunal ha manifestado reitera­
damente. no puede califICarse de razonable una inter­
pretación que prime los defectos en la actuación de la
Administración. colocándola en mejor situación que si
hubiera cumplido su deber de notIficar con todos los
requisitos legales (STC 204/1987, fundamento juríd~
co 4.°). Por el contrerio. resulta razonable estimar que
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el ert. 79.3 LPA. ere epliceble al presente supuesto.
de manara que la notificeción. aun errónee (como rec:o­
noce el propio Julgado) debió eurtit efectoe al inter·
ponarse le correapor\diente demende. que. por ello. q....
deba dentro del plazo lega/men1e eetIe/Mo.

6. Sellele el Mini.rlo Fi_1 que. aun admitiendo
la existencle de une notificeci6n que inducia a !Irror.
ello no condujo a le inclelenei6n de los recurrentes. que
conteban con le esistencia McnIce' de letrado. Pero tel
ergumento no es apIicabla an el~ CAlO. por cuen­
to que ello no desvirtúe el hecho de que. efectivernente.
le Administración indujo e error a los recurrentes V se
aprovechó en el proceso. conecien1ernente. de ese mi&­
mo error. Le protecci6n de los edminietrados frente e
les irreguleridades adminiatretivu que lleve e cebo le
LP.A. no se hace depender de la presencia o no de
Letredo. ni cebe suponer que se hace de peor condición
e aquéllos esistldos por dirección técnice Ietrade. Si bien
les indicacionesll.ue sobra la irrecurribiIicld de sus actos
hegen les Adminlstreciones Públicas ceracen de fuerza
vinculente pere las partes (STC 78/1991) que puede
esl razonablemente diacutirlas. no puede considererse
felta de diligencie de le perta. en virtud del principio
de le buena fa qua debe regir le ectueci6n de la Adm~
nistraci6n Vde la obligeci6n constitucional de éste. según
el ert. 103 C.E.. de ectuar con sometimiento pleno e
le lev V el Derecho. el seguir les instrucciones contenides
en las notificeciones adrninistrstivu. relativas a los recur­
sos procedentes Vplazos para interponerlos. Lo contrerio
supondrla colocer e los c.udedenos en una situación de
inseguridad enta las notificeciones administrativas. Vven­
drla a eliminar la garantla que supona pere el admini...
trado la regulación legal de los requisitos de eses
notificecionas.

Debe concluirse. por tento. que le interpreteción de
los requisitos,de admisibiiidad de le demande efectuede
por los órganos jurisdiccionales no ha respetado al dere­
cho da los recurrantas e le tutale judicial. raconocido
por el arto 24.1 C.E.. por lo que procede conceder el
ampero solicitedo.

FAllO

En etenci6n e todo lo .expUesto.' el Tribunel Con...
titucionel. POR LA AutOlllDAO QUE LE CONFIERE LA CoNSTITUCION
DE LA NAcION EspAÑOlA

Ha decidido

Otorgar el amparo solicitado V. an su virtud.

1. Declarar la nulidad de las Sentancias del Juzgedo
de lo Social núm. 21 de Madrid. da 3 de mayo de 1989.
V del Tribunal Superior da Justicia de la Comunidad de
Madrid. de 7 de noviambre de 1989. confirmetoria de
la enterior.

2. R8CÓnocer el derecho de los soIicitentes ela tute­
la judicial efective.

3. Retrotraer las ectuecionas al momanto inmedie­
temante enterior a la Sentencia del Juzgado da lo Social
núm. 21 de Madrid. pere que se dicta otre sin qua puada
aprecier la ceducidad de la ecci6n.

Publlquese asta Sentencia en al oBolatln Oficial del
Estado».

Dade en Madrid. a diaciséis de noviembre de mil nove­
cientos novente Vdos.-luis L6pez Guerra.-éugenio Olaz
Eimil.-Alvaro Rodrlguaz Bareijo.-Jos' Gabeld6n
L6pez.-JuIio DIego Gonúlez Csmpos.-carles VlVer i
P~Sunver.-Firmados y rubricados.

•

27992 Sala Segunda. Senrencia 19411992. de 16
da noviembre. Recurso de amparo
16911990. Contra Sanrencia de la Sala de
/o Social del Tribunal Superior de Justicia de
Madrid. Vulneración del derecho a le tutela
judicial afective: instrucción e"ónea de recur­
sos lesiva del derecho.

Le Sale Segunda del Tribunal Constitucional, com­
pueste por don Luis López Guerra. Presidente; don Euge­
nio Dlaz Eímil. don Alvaro Rodrlguez Bereijo. don José
Gebald6n L6pez. don Julio Die\lo González Campos V
don Caries Viver i Pi-Sunyer. MagIstrados. ha pronunciado

EN NOMBRE DEL REY

le siguiente

SENTENCIA

En al recurso de amparo núm. 169/90. interpuesto
por doña Susana Gil Pascual, representeda por la Pro­
curadora de los Tribunales doña Remedios Yolanda Luna
Sierra. contra la Sentencia de la Sala de lo Social del
Tribunal Superior de Justicia de Madrid de 7 de noviem­
bre de 1989. Ha comparecido el Ministerio Fiscal V la
ComÍlnided Autónoma de Madrid. representada V asi...
tida técnicemente bajo la dilección del Letrado <don Em~
lio Genz"az Péramo. Ha sido Ponente el Magistrado don
Caries Viver i P~Sunvar. quien expresa el perecer de la
Sala.

1, Antecedentes

1. Mediante escrito registrado en el Juzgado de
Guardia el 18 de enero de 1989. doña Susana Gil Pa...
cual. representeda por la Procurador de los Tribunales
dolla Remedios Yolanda Luna Sierra. interpuso recurso
de ampero contra la Sentencia de la Sala de lo Social
del Tribunal Superior de Justicia de Madrid (l. S. J. de
Medrid) de 7 de noviembre de 19B9.

2. Le demanda se fundamente en los siguientes
entecadantes;

e) A la demandante de amparo. trabajadora al ser·
vicio de la Consejería de Agricultura de la Comunidad
Aut6noma de Madrid. le fue comunicado mediante escri­
to de 5 da diciambre de 1988 que su contrato de trabajo
finalizarla el 31 de diciembre del mismo año.

bl Entendiendo que la comunicaci6n de cese del
contrato da trabajo constituia un despido. la recurrente
interpuso la pertinenta reclamaciOn prevía ante la Con­
sejarla da Agricultura de la Comunidad AutOnoma de
Madrid. Le reclamaciOn fue desestimada mediante la
correspondiente resolución administrativa en la que
expresamente se indicaba que ucontr8 la presente rese>­
lución. que pone fin a la vla administrativa. podrá inter·
poner demanda ante la Magistrature de Trabajo el' el
plazo de dos meses. a conter desde el día SIguiente
a la presente notificación...». Le resolución desestime­
toria fue notificada e la recurrente en amparo el 8 de
febraro de 19B9. .

cl Por al Letrado que asistiO técnicamente a la
recurrante en la via adminístrativa. el 4 de marzo de
1989. se interpuso demanda por despido nulo o sub­
aidiariamente improcedante ente le jurisdicci6n social
V cuyo conocim18nto correspondió al Juzgado de lo
Social núm. 21 de Madrid.

Por Sentencia de 3 de mayo de 1989 se desestimO
la demande de despido al epreciarse la excepción de
ceducidad de la acción alegada por la Consejería deman­
dada. al habar vanecurrido más da veinte días desde
la facha del despido V la de interposición de la demanda.


